ACTOS SEXUALES CON MENOR 14 AÑOS

PROCESADO: JHDB
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SE CONFIRMA 

A N° 021

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

SISTEMA PENAL ACUSATORIO / DEBIDO PROCESO / NULIDAD

…en este caso no se avizora irregularidad alguna cometida en curso de la audiencia de formulación de acusación, por el hecho de que no hubiesen sido convocados los letrados a quienes se les había dado poder para actuar, y por lo mismo no hay lugar a decretar la nulidad pedida, máxime cuando se sabe,  acorde con lo decantado por la Sala de Casación Penal
, que tanto el referido escrito como la formulación de acusación constituyen un acto complejo que se encuentra atribuido a una parte específica, en este caso a la Fiscalía General de la Nación, y como tal solo puede ser objeto de control formal mas no material por el juez de conocimiento, quien debe velar por el pleno respeto de las garantías constitucionales y legales, como acá sucedió…
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                                                                                                    RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA n° 2 de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
    Pereira, veinticuatro (24) de abril de dos mil veinticinco (2025)
  ACTA DE APROBACIÓN No 418
  SEGUNDA INSTANCIA

	Imputado: 
	JHDB

	Cédula de ciudadanía:
	11.955.212 de El Carmen, Chocó

	Delito:
	Actos sexuales con menor de 14 años

	Víctima:
	Menor E.Y.S.L.
 -de 8 años de edad para la época del hecho- 

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el auto de febrero 19 de 2025, por medio del cual no se decretó una nulidad. Se confirma.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y ACTUACIÓN PROCESAL
1.1.- De lo plasmado en el escrito acusatorio arrimado a la actuación, se desprende que en septiembre 4 de 2024, a eso de las 7:30 p.m., en la finca “El Recuerdo” vereda “Mapa” Municipio de Santuario (Rda.) la menor E.Y.S.L., de 8 años de edad, después de ver televisión con su mamá PATRICIA y el compañero sentimental de esta, señor JHDB, se fue para su habitación, cerró la puerta y se dispuso a dormir, pero estando dormida sintió algo, se despertó y observó que JHDB le tocaba sus partes íntimas -nalgas y vagina-, por encima de la ropa. La menor se asustó le lanzó una patada y lo requirió para que se fuera, y cuando iba a gritar vio a su mamá asomarse por la ventana de su habitación, y dirigirse hacia la puerta, por lo que JHDB salió por la ventana, y permaneció en el lugar mientras la madre de la niña le reclamaba. Minutos más tarde JHDB fue capturado allí por la Policía Nacional, quien acudió ante el llamado de auxilio de la madre de la menor.
1.2.- Ante el Juzgado Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Pueblo Rico (Rda.), se realizaron las audiencias preliminares (septiembre 5 de 2024) por medio de las cuales: (i) declaró legal la captura del señor JHDB; (ii) le formuló imputación por el delito de acto sexual violento con circunstancia de agravación -art. 206 y 211 numerales 4° y 5° C.P.-, los cuales NO ACEPTÓ; y (iii) le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario.
1.3.- La Fiscalía 23 Seccional de Apía (Rda.), presentó escrito de acusación (noviembre 4 de 2024), cuyo conocimiento le fue asignado al Juzgado Promiscuo del Circuito de esa municipalidad, ante el cual se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación (noviembre 26 de 2024) y en curso de la audiencia preparatoria (febrero 19 de 2025) por parte del apoderado del señor JHDB, se solicitó la nulidad de la formulación de acusación, acorde con el canon 457 C.P.P., lo cual fundamentó así:
1.3.1.- Señala que en curso de las audiencias preliminares, el señor JHDB fue representado por abogado de la Defensoría Pública, pero ante la Fiscalía se allegó en septiembre 17 de 2024, el poder que este le otorgó a los profesionales JHON JAIRO JIMÉNEZ FRANCO -principal- y JUAN MARTÍN POSADA -suplente-, aun así en noviembre 6 de 2024 se radicó el escrito de acusación, donde se plasmaron los datos del Defensor Público, habiéndose realizado la audiencia de acusación en noviembre 26 de 2024, con el aludido letrado.

El canon 29 Superior, establece el debido proceso como una garantía fundamental que tiene el acá procesado para escoger un abogado de confianza, como lo había hecho a los antes mencionados desde septiembre 17 de 2024, y por ende pide la nulidad por violación al derecho de defensa y debido proceso, ya que la Fiscalía solo presentó al Juzgado el aludido poder en diciembre 11 de 2024, por lo que un defensor público fue quien atendió la audiencia de acusación. Su defendido es una persona iletrada, no entiende la situación acá suscitada, aun así acudió al derecho de nombrar a un profesional de su confianza, pero la Fiscalía omitió la obligación que tenía de relacionarlo en el escrito acusatorio.

1.3.2. A su turno, la representante del ente acusador, se opuso a la petición de nulidad, por cuanto si bien es cierto dicho poder se presentó a la Fiscalía, el proceso ya contaba con un juzgado de conocimiento asignado y por lo mismo se debía entregar ante ese despacho, y aunque ante la Fiscalía quedó constancia que se recibió dicho poder y que se debía haber llevado, no estaba en la obligación, al ser situaciones de fuerza mayor, pues no solo se tiene acceso a esta Fiscalía sino a la del municipio de Santuario, lo que dificulta una diligencia rápida. En cuanto al tema de los poderes debe acudirse a los lineamientos de los artículos 119, 120 y 125 C.P.P., y el encontrarse el trámite en etapa de juicio, este debía arribarse ante el juzgado de conocimiento, lo que no fue tenido en cuenta por la defensa, y aunque una persona sea desescolarizada, en la audiencia de acusación si podía identificar plenamente al abogado que lo representará, máxime que en este caso se le han respetado sus garantías fundamentales, al haber estado asistido por un letrado.
1.4- La funcionaria judicial, negó la nulidad planteada, al sostener que en este asunto no se acreditaron los principios que rigen las nulidades, ni se argumentó en debida forma la causal invocada, además:
En este caso, acorde con lo sustentado por la defensa, se cumplió con el principio de taxatividad, al aducirse que se presentó una violación al debido proceso, pero no respecto a los demás principios que la rigen -acreditación, protección, convalidación, instrumentalidad, trascendencia y residualidad-, y aunque la Fiscalía tenía conocimiento que el procesado le había conferido poder a un apoderado particular desde septiembre 17 de 2024, mismo que se allegó al juzgado en diciembre 11, cuando ya se había realizado la formulación de acusación, el mero otorgamiento del poder no faculta al letrado para actuar sin habérsele reconocido personería, y por lo tanto el despacho no incurrió en yerro alguno, al haberse citado las personas referidas en el escrito acusatorio, entre ellas al defensor público, llevándose a cabo la audiencia en noviembre 26 de 2024, sin que allí el señor JHDB manifestara que hubiera dado poder a otro profesional, ni se opuso a la celebración de la diligencia, donde pudo haber indicado lo pertinente, como lo hizo en la que acaba de celebrarse.  El trámite cumplió su finalidad y la actuación del procesado lo convalidó, al permitir que un defensor público lo representara, sin vulnerarse sus derechos.
Si bien el canon 29 superior establece que todos los procesados tienen derecho a ser representados en todo el proceso por un defensor, ya sea de confianza o provisto por el Estado, tal garantía fue respetada, ya que en la formulación de acusación estuvo asistido por un abogado de la Defensoría Pública, quien atendió su cometido, sin saber por qué motivo, la no presencia de un profesional de confianza para ese momento, daría al traste con el derecho a la defensa y contradicción que le asistían al procesado, lo que garantizó el defensor público, por lo cual no se acredita el principio de trascendencia. Agrega que la defensa no cumplió con el principio de residualidad, al no explicar por qué la nulidad sería el único remedio para subsanar el yerro advertido.
1.5. Inconforme con tal determinación, el defensor del procesado interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación.

2.- Debate

2.1.-Defensa -recurrente-
Pide se revoque la decisión proferida y en su lugar se decrete la nulidad del escrito de acusación y de la formulación de acusación, y expone:
La Corte Constitucional ha señalado que cuando se avizoran efectos sustanciales al momento de proponer una nulidad, se deben analizar no los elementos formales, sino los sustanciales, y por lo mismo pide se declare la violación al debido proceso, así como las garantías procesales establecidas en la Ley 906/04, por cuanto la irregularidad que dio lugar a su petición, se enmarca en una transgresión que afecta sustancialmente el desarrollo de la actuación penal e impacta en el debido proceso.
En este caso, el señor JHDB no ha sido representado por el abogado que este escogió, dada la omisión de la Fiscalía de relacionarlo al presentar el escrito acusatorio, y dejar al defensor público, yerro que fundamenta esa violación flagrante a los derechos al debido proceso y defensa que le asistían, de escoger de manera libre, voluntaria a un letrado de su confianza, lo que reconoce la juez, sin que pueda decirse que su prohijado lo convalidó, dado que no sabe nada al respecto y por eso consiguió un profesional para que defendiera sus derechos, y al efectuarse la formulación de acusación sin el mismo, conlleva a que dicha diligencia no sea legal. De ahí la trascendencia de la nulidad procesal, dada esa irregularidad, al impedirse el adecuado ejercicio de los derechos procesales de quien está privado de la libertad.
La jurisprudencia ha referido que la nulidad tiene como finalidad reestablecer el orden jurídico y proteger los derechos vulnerados, lo cual amerita la intervención del juez para corregir los vicios que afecten la legalidad del proceso, para que se decrete la nulidad de la presentación del escrito de acusación y la audiencia de formulación de acusación adelantada.
2.2.- Fiscalía -no recurrente-
Solicita se mantenga la decisión proferida, para lo cual señala:
En este asunto no hubo vulneración a principios y garantías constitucionales, al tener en cuenta que en la audiencia de acusación el procesado tuvo la voluntad de informar si estaba en desacuerdo o no con el defensor que lo representaba en la investigación. Así mismo el señor JHDB estuvo en presencia del juez y con un abogado, quien cumplió sus funciones en debida forma, por lo que no se advierte vulneración a principios y garantías constitucionales.

El recurrente no sustenta cuál fue el perjuicio concreto en esta investigación, nada dice si en la audiencia de formulación de acusación tenían una estrategia defensiva respecto a cómo se desarrolló, no se advierte un perjuicio real, y por lo mismo pide se mantenga en firme la decisión proferida. 
Sustentado el recurso de reposición y en subsidio de apelación, la funcionaria de primer nivel se mantuvo en su decisión, al sostener que todos reconocen el derecho que tiene el señor JHDB a la asistencia de un defensor técnico, como garantía del debido proceso, el cual para su materialización no se requiere que sea uno particular o nombrado por el Estado,  y aunque en este caso se incurrió por la Fiscalía en un yerro al no dar en el escrito acusatorio información relativa al poder otorgado a otro profesional, su derecho a la defensa no se vio transgredido, máxime que dicha audiencia cumplió su finalidad, acorde con los presupuestos determinados por el ordenamiento procesal penal.

El señor JHDB fue asistido oportunamente y de manera diligente por un defensor público, de quien no se tiene queja sobre su desempeñó en curso de la misma, y pese a que el ahora procesado estaba privado de su libertad, el poder arrimado no contaba con presentación personal ante la oficina jurídica, ni se atendió lo reglado en el canon 8° de la Ley 2213, relativo a presentación como mensaje de datos, que se aplica en virtud de la integración normativa, por lo que ante dichas falencias no se le podía reconocer personería, sin la ratificación del investigado, quien en tal audiencia guardó silencio frente a la representación del abogado de la Defensoría, con lo cual convalidó esa actuación, pues pese a su baja escolaridad, no significa que no pudiera hacer la salvedad respectiva, como así lo hizo en esta audiencia, al sostener que no había tenido ninguna conversación con el abogado GRAJALES que antecedió al que ahora lo representa, por lo cual tal audiencia cumplió su finalidad.
Aunque el juez está obligado a decretar nulidad, aun de oficio, cuando se avizore vulneración a derechos y garantías fundamentales, al no evidenciarlos, es la parte interesada quien debe atender las formalidades para solicitarla, esto es, realizar una adecuada argumentación frente a los principios que las rigen, lo que no se cumplió por la defensa, lo que no es solo un mero formalismo y por el contrario es obligación argumentar en forma clara y precisa lo pertinente.
2.3.- Sustentado el recurso, la A-quo lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso remitir la actuación a esta Corporación para desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906/04, al haberse interpuesto recurso de apelación contra de decisión que negó la nulidad de la audiencia de formulación de acusación, por parte de la defensa.
3.2.- Problema jurídico planteado
El caso que concita la atención de la Sala se contrae a resolver el recurso de apelación interpuesto por la defensa contra la providencia proferida por la titular del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), mediante la cual negó la nulidad de la audiencia de formulación de acusación, razón por la cual habrá de determinarse si la decisión proferida se encuentra ajustada a derecho, evento en el cual se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se revocará como lo solicita la parte recurrente, de acreditarse que se haya incurrido en vulneración al derecho al debido proceso o defensa técnica del procesado, lo que invalidaría lo actuado. 
3.3.- Solución a la controversia

En este trámite el actual apoderado del señor JHDB planteó dentro de su disenso la nulidad del escrito de acusación y de la formulación de acusación, al considerar que se incursionó en vulneración a los derechos y garantías fundamentales de su prohijado, más concretamente al debido proceso y a la defensa técnica, por cuanto se desconoció el poder que el procesado le había otorgado a un abogado de confianza para que lo asistiera en el proceso.

Por consiguiente, para dilucidar lo que en derecho corresponda, debemos empezar por  decir que el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, reza en su inciso 4º que: “[…] Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público, sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas […]”, así mismo, el canon 457 C.P.P., dispone: “Nulidad por violación a garantías fundamentales.  Es causal de nulidad la violación del derecho de defensa o del debido proceso en aspectos sustanciales […]”.
Igualmente, en relación con los principios que gobiernan la institución de las nulidades y su convalidación, la Corte ha sostenido:

“En este sentido, la jurisprudencia ha señalado que de acuerdo con dichos principios, solamente es posible alegar las nulidades expresamente previstas en la ley (taxatividad); no puede invocarlas el sujeto procesal que con su conducta haya dado lugar a la configuración del motivo invalidatorio, salvo el caso de ausencia de defensa técnica (protección); aunque se configure la irregularidad, ella puede convalidarse con el consentimiento expreso o tácito del sujeto perjudicado, a condición de ser observadas las garantías fundamentales (convalidación); quien alegue la nulidad está en la obligación de acreditar que la irregularidad sustancial afecta las garantías constitucionales de los sujetos procesales o desconoce las bases fundamentales de la investigación y/o el juzgamiento (trascendencia); no se declarará la invalidez de un acto cuando cumpla la finalidad a que estaba destinado, pues lo importante no es que el acto procesal se ajuste estrictamente a las formalidades preestablecidas en la ley para su producción -dado que las formas no son un fin en si mismo-, sino que a pesar de no cumplirlas estrictamente, en últimas se haya alcanzado la finalidad para la cual está destinado sin transgresión de alguna garantía fundamental de los intervinientes en el proceso (instrumentalidad) y; además, que no existe otro remedio procesal, distinto de la nulidad, para subsanar el yerro que se advierte (residualidad).” 
 -negrillas propias-
Se tiene entonces que en relación con el tema de las nulidades, indudablemente no basta con identificar una presunta irregularidad sustancial que afecte el proceso, sino que es necesario verificar la incidencia que ello tiene de manera concreta en el quebrantamiento de los derechos de los sujetos procesales, y su argumentación debe ajustarse a los principios aludidos, evidenciándose conforme al principio de transcendencia, que quien procure la nulidad está obligado a soportar que el vicio afecta garantías de rango constitucional de los sujetos procesales o desconoce las bases fundamentales de la investigación o del juzgamiento.

En este asunto, como viene de verse, la defensa fundamentó su solicitud de nulidad de acuerdo con lo reglado en el artículo 457 C.P.P., esto es, por la presunta violación al derecho de defensa, o al debido proceso en aspectos sustanciales, postura que fue negada por la funcionaria de primer nivel. A ese respecto, debe verificarse entonces, si en este evento el ahora recurrente, cumplió a cabalidad con tal deber.

De la información arrimada a la actuación, se tiene que una vez el señor JHDB fue capturado, se llevaron a cabo las audiencias preliminares en septiembre 5 de 2024, en la que fue asistido por un abogado adscrito a la Defensoría Pública, y en efecto, como los elementos de prueba arrimados lo enseñan, en septiembre 17 de 2024 fue allegado a la Fiscalía 23 Seccional de Apía, poder que le dio a los letrados JHON JAIRO JIMÉNEZ FRANCO -principal- y JUAN MARTÍN POSADA             -suplente-, aun así cuando se radicó el escrito de acusación en noviembre 6 de 2024, en el acápite correspondiente a la defensa no se incluyeron los datos de estos, sino del defensor público Dr. HEINER ALONSO TRUJILLO URIBE, por lo que para el desarrollo de la audiencia de formulación de acusación, fue este profesional el convocado.
Es precisamente tal situación, por la que el defensor contractual del señor JHDB invoca la nulidad por vulneración al debido proceso y derecho de defensa, por cuanto pese a haberle otorgado poder a un abogado de confianza, este no fue citado a la formulación de acusación, dada la omisión que incurrió la Fiscalía en el escrito acusatorio, sin que le asista responsabilidad alguna al Juzgado, por cuanto su deber se concretaba en citar al profesional de la defensoría pública cuyos datos fueron los plasmados en el respectivo escrito.

Pero aun así, y no obstante que tal situación tuvo ocurrencia, y a simple vista pareciera que ello comporta una irregularidad sustancial, al pretermitirse la posibilidad que tenía el procesado de ser asistido desde la audiencia de formulación de acusación por un abogado de su entera confianza, ello per se, carece de la trascendencia jurídica que pretende darle el nuevo defensor del señor JHDB. 

Y es que basta mirar lo que sucedió en la aludida audiencia para evidenciar que la misma transcurrió en completa normalidad, por cuanto el señor JHDB, estuvo asistido de un defensor público, el trámite que adelantó la funcionaria se dio acorde con lo reglado en el ordenamiento legal, no se presentaron por parte de Fiscalía o defensa solicitudes  de incompetencia, impedimentos, recusaciones o nulidades, como tampoco observaciones al escrito acusatorio, por lo que se procedió a formular la acusación y a efectuar el descubrimiento probatorio pertinente, frente al cual la defensa pidió se realizara en su integridad, esto es, que se le entregaran todos los EMP que integran la carpeta, fueran o no favorables al procesado, como en efecto así lo dispuso la A-quo. Para la Sala, en tal diligencia, no se advirtió actividad irregular alguna por parte de la juez, el fiscal o del defensor público que amerite el mínimo reproche, y por ende aplica aquí el principio de instrumentalidad.
Y es que de haber considerado el señor JHDB, pese a su baja escolaridad, que el letrado allí presente no era aquel al que presuntamente le había dado poder, tenía la posibilidad de pronunciarse al respecto, lo cual no hizo, con lo que convalidó que su representación en esa específica audiencia la hiciera un defensor público. Aunado a lo anterior y en consonancia con lo sostenido por la A-quo, pese a que hacía solo un par de meses había otorgado poder a defensor de confianza, tal documento no aparece aceptado por el letrado principal o el suplente, y además, como también lo denotó la funcionaria de primer nivel, carecía de presentación personal ante los encargados del sitio de custodia, y tampoco se cumplió con las exigencias para ser avalado electrónicamente, acorde con lo reglado en el artículo 8° de la ley 2213 de 2022, razón por la cual al no habérseles reconocido personería, no podían actuar en nombre del investigado.
Como se advierte, en este caso y pese al deber que le asistía a la defensa, no se comprobó que el aludido acto procesal surtido con un defensor público causara alguna afectación real a los derechos fundamentales al debido proceso o defensa en aspectos sustanciales, con lo que se destiende el principio de trascendencia, aunado a lo anterior que la referida audiencia cumplió con la finalidad para la cual estaba destinada, en tanto lo allí acontecido se ajustó a lo reglado en el canon 339 C.P.P., por lo que tampoco se tiene por acreditado el principio de instrumentalidad de las formas, y por lo mismo la solicitud de nulidad no puede prosperar.

La jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, en punto de la garantía a la defensa técnica, ha señalado
: 

“2.2 Conforme con las normas convencionales y legales tal garantía es i) irrenunciable, ya que si la persona carece de medios para sufragar un defensor o no lo designa, el Estado está obligado a proporcionárselo; ii) permanente, al tener derecho a nombrar un abogado desde el momento en el que la fiscalía le comunica hallarse involucrado en una investigación
 hasta la culminación del proceso; y iii) real, en cuanto es función del apoderado abogar por él, a partir de las posibilidades defensivas concretas que el caso ofrezca.

2.3 Así mismo, el defensor ha de tener las aptitudes, capacidades y conocimientos suficientes para ejercer la labor encomendada, de modo que sus gestiones tiendan a favorecer los intereses de su prohijado acorde con las realidades fácticas, probatorias y jurídicas del asunto.

2.4 Desde esta perspectiva, cuando se pretende cuestionar el ejercicio defensivo bajo el supuesto de una falta de idoneidad profesional del encargado de la defensa técnica, es indispensable mostrar razonada y argumentativamente con vista en la actuación desarrollada que en efecto las deficiencias y vacíos en la labor encomendada fueron las que incidieron negativamente en la situación de su mandante, y no hacerlo mediante genéricas aseveraciones que revelan ser producto de la visión personal y, por tanto, apartadas de las realidades procesales y las posibilidades defensivas que el asunto ofrece.” -negrillas de la Sala-.
En este evento en particular, se itera, por parte del abogado que atiende actualmente los intereses del señor JHDB, en momento alguno, se indicó de manera razonada, cuáles fueron las deficiencias en las que en desarrollo de la audiencia de formulación de acusación incursionó el Defensor Público que asistió al procesado, que pusieran en entredicho no solo su idoneidad profesional, sino que afectaran gravemente las garantías procesales del acusado, ya que al respecto nada se sustentó, salvo sostener, pero ya en curso de su alzada, que los defensores públicos -en general- mantienen “muy ocupados”, sin que ello per se sea motivo para fundamentar una causal de nulidad por vulneración al derecho de defensa, mismo que en todo instante se le ha garantizado al investigado.
De ahí que contrario a lo esgrimido por el recurrente, en este caso no se avizora irregularidad alguna cometida en curso de la audiencia de formulación de acusación, por el hecho de que no hubiesen sido convocados los letrados a quienes se les había dado poder para actuar, y por lo mismo no hay lugar a decretar la nulidad pedida, máxime cuando se sabe,  acorde con lo decantado por la Sala de Casación Penal
, que tanto el referido escrito como la formulación de acusación constituyen un acto complejo que se encuentra atribuido a una parte específica, en este caso a la Fiscalía General de la Nación, y como tal solo puede ser objeto de control formal mas no material por el juez de conocimiento, quien debe velar por el pleno respeto de las garantías constitucionales y legales, como acá sucedió. 
Por consiguiente, considera la Sala que la reclamación de invalidez del acto que aquí se pregona, se debe estimar como abiertamente infundada y por tal razón no está llamada a prosperar, a consecuencia de lo cual el proveído objeto de apelación será confirmado.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en Sala N° 2 de Decisión Penal, CONFIRMA el auto proferido por la titular del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), en febrero 19 de 2025, por medio de la cual negó la anulación del escrito de acusación y de la formulación de acusación, presentado dentro del proceso seguido en contra del señor JHDB, de conformidad con lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia.
Se ordena que por la Secretaría de la Sala se notifique la presente decisión, vía correo electrónico, a las partes e intervinientes, determinación contra la cual no procede recurso alguno.
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado 

EN AUSENCIA JUSTIFICADA
� CSJ AP, 6 feb. 2013, rad. 39892, CSJ AP, 4 feb. 2015, rad. 44345, CSJ AP, 04 abr. 2018, rad.51797, entre otras.


� De conformidad con lo reglado en el artículo 13 Numeral 1º de la Ley 1719 de 2014, se omitirá en la presente decisión, el nombre de la menor afectada por lo cual solo se usarán sus iniciales y en relación con sus familiares se utilizará solo el primer nombre, para una mejor comprensión, ello con miras a garantizarles su derecho a la intimidad y privacidad.


� CSJ SP931-2016, rad. 43356, reiterado en AP3597-2024, 26 jun. 2024, rad. 66145.


� CSJ SP2729-2022, 3 ago.2022, rad. 58079.


� Ley 906 de 2004, artículo 119 inciso 2.


� CSJ AP, 6 feb. 2013, rad. 39892, CSJ AP, 4 feb. 2015, rad. 44345, CSJ AP, 04 abr. 2018, rad.51797, entre otras.
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